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 Resumen 

 
En Chile, las medidas cautelares dictadas en procedimientos de violencia 
intrafamiliar o en causas relativas a hechos de violencia de género deben 
notificarse de manera expedita y con especial resguardo de la seguridad de la 
víctima. Practicada la diligencia, debe informarse al tribunal y a los organismos 
competentes. Las reglas generales exigen la notificación personal de la primera 
resolución y admiten mecanismos subsidiarios cuando el destinatario no puede 
ser habido o su domicilio es difícil de determinar. El incumplimiento puede dar 
lugar a arresto como apremio, detención en caso de quebrantamiento flagrante 
y remisión de antecedentes al Ministerio Público para determinar una eventual 
responsabilidad penal. 
 
La legislación comparada muestra, en primer lugar, que la notificación formal y 
el conocimiento efectivo no siempre son tratados como cuestiones equivalentes. 
En algunos ordenamientos, como Inglaterra y Brasil, la atribución de 
responsabilidad por el incumplimiento puede depender de que se acredite que la 
persona conocía efectivamente la existencia o contenido de la orden, 
admitiéndose en determinadas circunstancias medios distintos de la notificación 
personal para demostrar ese conocimiento. 
 
En segundo término, Dinamarca y Finlandia muestran que la utilización de 
medios electrónicos no necesariamente supone una reducción de las garantías 
asociadas a la notificación. Ambos sistemas incorporan mecanismos destinados 
a dejar constancia verificable de la recepción o acceso a la comunicación. En 
Dinamarca, según la modalidad utilizada, puede exigirse confirmación de 
recepción o registrarse la apertura o procesamiento electrónico del documento; 
en Finlandia, la notificación electrónica fehaciente exige identificación segura del 
destinatario y confirmación de recepción, debiendo recurrirse a otra modalidad 
si esta no se produce dentro del plazo previsto. 
 
Finalmente, los ordenamientos examinados contemplan respuestas específicas 
frente al fracaso o evasión de la notificación. Suecia ha reforzado las facultades 
de las autoridades para localizar a quienes intentan evitarla; Nueva Zelanda 
permite al tribunal autorizar formas sustitutivas de notificación cuando los 
mecanismos ordinarios han resultado infructuosos; y Finlandia contempla 
modalidades subsidiarias cuando existen antecedentes de que el destinatario se 
está ocultando. 
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Introducción 

El presente informe ha sido elaborado a solicitud de la Comisión de Mujer y Equidad de Género de la 

Cámara de Diputadas y Diputados, con el objeto de revisar la legislación chilena y la comparada sobre 

la notificación de medidas de protección o alejamiento dictadas en contextos de violencia familiar, 

particularmente en aquellos casos en que su incumplimiento puede generar responsabilidad penal. 

 

Para ello, se revisa en primer lugar la legislación chilena aplicable, con énfasis en la oportunidad y las 

formas de notificación, las medidas destinadas a resguardar a la víctima, las alternativas ante dificultades 

para localizar al destinatario y las consecuencias jurídicas del incumplimiento. 

Por su parte, el análisis en materia comparada se centra en las soluciones normativas utilizadas para 

acreditar que la persona obligada ha tomado conocimiento de la medida, así como en los mecanismos 

previstos cuando la notificación ordinaria no puede practicarse o es deliberadamente evitada. 

 

Para ello se seleccionaron las experiencias de Inglaterra, Brasil, Dinamarca, Finlandia, Suecia y Nueva 

Zelanda. La selección responde a que estos ordenamientos ofrecen soluciones diferentes frente a los 

principales problemas identificados. Inglaterra y Brasil permiten examinar la relación entre las 

formalidades de la notificación y el conocimiento efectivo de la medida; Dinamarca y Finlandia muestran 

mecanismos de notificación electrónica que incorporan elementos destinados a acreditar su recepción; 

mientras Suecia, Nueva Zelanda y Finlandia contemplan distintas respuestas frente al fracaso o la 

evasión de la notificación, desde el reforzamiento de las facultades para localizar al destinatario hasta 

la utilización de modalidades sustitutivas. 

 

Sobre esta base, el informe se estructura en dos partes. La primera revisa la legislación chilena aplicable, 

abordando las reglas de notificación de las medidas cautelares, las consecuencias de su incumplimiento 

y los mecanismos previstos frente a dificultades para practicar la notificación. La segunda examina la 

legislación comparada a partir de tres aspectos: la relación entre la notificación formal y el conocimiento 

efectivo como presupuesto para atribuir responsabilidad por el incumplimiento de una medida de 

protección; los mecanismos de notificación digital y las exigencias establecidas para acreditar su 

recepción; y, finalmente, las alternativas previstas cuando la notificación fracasa o existen antecedentes 

de que el destinatario procura deliberadamente evitarla. 

 

El tema abordado y los contenidos del presente informe se encuentran delimitados por los parámetros 

propios de la Asesoría Técnica Parlamentaria, por el plazo de entrega convenido y por la información 

normativa y doctrinaria disponible. No constituye un documento académico y se enmarca en criterios de 

neutralidad, pertinencia, síntesis y oportunidad en su elaboración. Lo destacado y las traducciones son 

propias. 
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I. Chile 

En Chile, las medidas cautelares o de protección frente a la violencia intrafamiliar se regulan 

principalmente en la Ley Nº 20.066 y en la Ley Nº 19.968, sobre Tribunales de Familia. Por su parte, la 

Ley Nº 21.675, publicada en 2024, complementó este régimen mediante normas aplicables a la violencia 

contra las mujeres en razón de su género, entre ellas reglas específicas sobre adopción, notificación y 

supervisión de medidas cautelares. 

En particular, la Ley N° 19.968 otorgó al juez de familia una potestad cautelar amplia. Así se señaló el 

Mensaje Presidencial con el que se inició el proyecto que creó los Tribunales de Familia: “Con el objeto 

de posibilitar la adopción de medidas urgentes cuando la situación lo amerite, se otorga al juez de familia 

una potestad cautelar amplia, que puede ejercer tanto de oficio como a petición de parte”1. 

En el artículo 92 de la citada ley se faculta al tribunal de familia para decretar las medidas cautelares 

necesarias para proteger a la víctima y al grupo familiar en el procedimiento especial relativo a actos de 

violencia intrafamiliar. Estas comprenden, entre otras, la prohibición de acercamiento y la restricción de 

la presencia del ofensor en el hogar, lugar de trabajo o establecimiento educacional de la víctima. Para 

las situaciones de violencia de género, el artículo 34 de la Ley Nº 21.675 contempla un catálogo más 

amplio, que incluye la salida del ofensor del hogar común, la prohibición de aproximación o comunicación 

y determinadas restricciones relacionadas con bienes y armas. 

1. Notificación de las medidas cautelares 

El artículo 93 bis de la Ley Nº 19.968 establece que, al decretar una medida cautelar en un procedimiento 

de violencia intrafamiliar, el tribunal debe ordenar de la manera más expedita posible, su notificación 

a la persona en contra de quien se ha decretado la medida2. Al realizar la diligencia debe resguardar 

especialmente la seguridad de la víctima, para lo cual puede requerir el auxilio de la fuerza pública. 

Tanto las medidas adoptadas con esa finalidad como su seguimiento deben quedar expresamente 

registrados en la causa. 

Esta disposición debe entenderse conjuntamente con el artículo 93 de la misma ley. Este último dispone 

que el juez debe poner en conocimiento a la víctima, por los medios más expeditos posibles, las 

medidas cautelares decretadas y entregarle la certificación correspondiente. Asimismo, debe 

comunicarlas de inmediato a Carabineros de Chile o a la Policía de Investigaciones. También puede 

recurrir a la fuerza pública y adoptar otras actuaciones conducentes a ejecutar las medidas y resguardar 

a la víctima. 

En materia de violencia de género, el artículo 35 de la Ley Nº 21.675 establece una regulación 

concordante, pero añade la conminación al cumplimiento. Si el ofensor se encuentra presente cuando 

se decreta la medida, el tribunal debe conminarlo a observar íntegramente las obligaciones y 

 
1 Objetivos y fundamentos generales del proyecto. Mensaje N° 81-336 de 03 de noviembre de 1997. Boletín N° 2118-18. 
2 La historia legislativa muestra que la exigencia de emplear la vía más expedita fue incorporada para conferir prioridad a estas 

diligencias dentro del sistema de familia. Durante la discusión también se advirtió que la fórmula no debía interpretarse como 

la creación de una modalidad indeterminada de notificación, al margen de las formas procesales establecidas (BCN, Historia 

de la Ley N° 21.675: 114-115).   



 
 
 

Biblioteca del Congreso Nacional de Chile  |  Asesoría Técnica Parlamentaria 

4 
 

prohibiciones impuestas. Si está ausente, la conminación debe efectuarse al practicar la notificación, 

que también debe realizarse de forma expedita. La norma reproduce el deber de resguardar la seguridad 

de la víctima, la posibilidad de solicitar auxilio de la fuerza pública y la obligación de registrar las medidas 

de seguridad y su seguimiento. 

Una vez efectuada la notificación, tanto el artículo 93 bis de la Ley Nº 19.968 como el artículo 35 de la 

Ley Nº 21.675 exigen comunicar inmediatamente esa circunstancia al tribunal que decretó la medida, 

a Carabineros o a la Policía de Investigaciones y a la fiscalía local correspondiente. La comunicación 

posterior permite dejar constancia de que la medida fue puesta en conocimiento y activar la coordinación 

institucional necesaria para su ejecución y fiscalización. 

En los procedimientos ante los tribunales de familia deben considerarse también las reglas generales 

del procedimiento del artículo 23 de la Ley Nº 19.968. Este dispone que la primera notificación a la parte 

demandada debe realizarse personalmente; si ello no es posible y concurren los presupuestos legales, 

admite la notificación subsidiaria prevista en el artículo 44 del Código de Procedimiento Civil3. 

La Guía de atención de usuarias víctimas de violencia de género en el ámbito de pareja o intrafamiliar, 

publicada por el Poder Judicial en 2025, desarrolla estas reglas desde una perspectiva de gestión. 

Recomienda tramitar la notificación con especial urgencia, proporcionar información suficiente para 

localizar al ofensor e informar a la víctima sobre el contenido y duración de la medida y los mecanismos 

disponibles para denunciar su incumplimiento. Estas orientaciones complementan la aplicación práctica 

de la ley, pero no constituyen normas procesales autónomas (Poder Judicial, Guía de Atención, 2025, 

pp.31-36).  

2. Consecuencias del incumplimiento 

En los procedimientos de violencia intrafamiliar conocidos por los tribunales de familia, el artículo 94 de 

la Ley Nº 19.968 dispone que, ante el incumplimiento de una medida cautelar, el juez debe remitir los 

antecedentes al Ministerio Público para los efectos del artículo 240, inciso segundo, del Código de 

Procedimiento Civil. Sin perjuicio de ello, la norma ordena imponer al infractor, como medida de apremio, 

arresto de hasta quince días. 

El artículo 10 de la Ley Nº 20.066 contiene una regla relacionada, aplicable cuando el incumplimiento 

de una medida cautelar, una condición de la suspensión condicional del procedimiento o una medida 

accesoria sea atribuible a actos u omisiones del imputado o condenado. En ese supuesto, el juez debe 

poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio Público para los efectos del artículo 240 del 

 
3 Además de las reglas especiales de notificación, el ordenamiento contempla disposiciones sobre la adopción, ejecución y 

continuidad de las medidas cautelares. Estas pueden ejecutarse antes de su notificación cuando existan razones graves, pero 

quedan sin efecto si la notificación no se practica dentro de cinco días, salvo ampliación fundada del plazo (artículo 22, Ley Nº 

19.968). Ante un riesgo inminente de violencia intrafamiliar o de género, pueden decretarse con el solo mérito de la demanda 

o denuncia (artículo 7, Ley Nº 20.066 y artículos 33 y 34, Ley Nº 21.675). Asimismo, el órgano que inicialmente conozca una 

denuncia por violencia intrafamiliar debe adoptar de inmediato las medidas pertinentes, aunque no sea competente para 

resolver el fondo; si la causa se remite al Ministerio Público, las cautelares decretadas permanecen vigentes hasta que el juez 

de garantía disponga su modificación o cese (artículos 81 y 90, Ley Nº 19.968). 
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Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de imponer arresto de hasta quince días como apremio. La 

misma disposición ordena a la policía detener a quien sea sorprendido en quebrantamiento flagrante de 

esas medidas. 

Por su parte, el artículo 240, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil sanciona el 

quebrantamiento de lo ordenado cumplir con reclusión menor en sus grados medio a máximo. La 

remisión al Ministerio Público permite investigar si el incumplimiento reúne los presupuestos necesarios 

para atribuir responsabilidad penal; no equivale, por sí sola, a una condena automática. 

Respecto de las medidas decretadas en procesos penales por violencia de género conforme a la Ley Nº 

21.675, su artículo 50 establece un sistema de supervisión judicial mediante audiencias periódicas. Si 

se incumple una medida cautelar, una condición de suspensión condicional o una medida accesoria 

decretada con arreglo a esa ley, el juez debe comunicar los antecedentes al Ministerio Público para los 

efectos del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil. Este artículo no contempla por sí mismo el 

arresto de hasta quince días previsto específicamente en los artículos 94 de la Ley Nº 19.968 y 10 de la 

Ley Nº 20.066. 

3. Mecanismos frente a dificultades para practicar la notificación 

Cuando la individualización o el domicilio de la persona que debe ser notificada sean difíciles de 

determinar, el artículo 23 de la Ley N.º 19.968 permite al tribunal disponer que la notificación se practique 

por cualquier medio idóneo que garantice la debida información del destinatario para el adecuado 

ejercicio de sus derechos. Excepcionalmente, y mediante resolución fundada, el juez puede ordenar que 

la diligencia sea practicada por personal de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones. 

En síntesis, el régimen chileno exige una notificación expedita, acompañada de medidas destinadas a 

proteger a la víctima y de una comunicación inmediata a los organismos competentes. Frente al 

incumplimiento, distingue entre el apremio judicial, la detención policial en caso de quebrantamiento 

flagrante y la remisión de antecedentes al Ministerio Público para determinar la eventual responsabilidad 

penal. Las normas examinadas no establecen una regla general equivalente a las previstas 

expresamente en algunos de los ordenamientos comparados. 

II. Legislación comparada 

 

La experiencia comparada revisada permite identificar distintas soluciones frente a un problema común: 

asegurar que las medidas de alejamiento adoptadas en contextos de violencia familiar sean 

comunicadas oportunamente a la persona obligada y que las dificultades asociadas a su notificación no 

impidan posteriormente hacer efectivas las consecuencias previstas para su incumplimiento. 

 

Los ordenamientos seleccionados no responden a este problema de una manera uniforme. Algunos 

atribuyen especial relevancia al conocimiento efectivo de la orden, aun cuando este pueda acreditarse 

por medios distintos de la notificación personal; otros utilizan sistemas electrónicos que permiten verificar 

la identidad, recepción o apertura de la comunicación; y algunos contemplan mecanismos subsidiarios 

o reforzados cuando la notificación fracasa o el destinatario intenta deliberadamente evadirla. 
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1. Notificación formal y conocimiento efectivo para responsabilidad en caso de 

incumplimiento 

 

Este apartado examina la relación entre la notificación formal de las medidas de protección y el 

conocimiento efectivo de su contenido como presupuesto para atribuir responsabilidad por su 

incumplimiento. La experiencia comparada muestra que ambos elementos no necesariamente 

coinciden: mientras la legislación procesal puede establecer determinadas formas para practicar la 

notificación, la responsabilidad derivada del incumplimiento puede depender de que se acredite que la 

persona destinataria conocía efectivamente la existencia y el contenido de la medida. A continuación, 

se revisan las soluciones adoptadas en Inglaterra y Brasil. 

 

En Inglaterra, la Family Law Act 1996 contempla las denominadas non-molestation orders, destinadas 

a proteger a una persona frente a determinadas conductas de violencia, hostigamiento o intimidación 

provenientes de una persona vinculada familiarmente. Su incumplimiento, sin excusa razonable, 

constituye un delito sancionable, en los casos más graves, con pena de prisión de hasta cinco años 

(Family Law Act 1996, arts. 42 y 42A). 

 

La orden puede ser adoptada sin previo aviso al requerido (without notice) cuando el tribunal estime que 

ello resulta justo y conveniente. Para adoptar esta decisión debe considerar, entre otras circunstancias, 

el riesgo de un daño significativo para la persona solicitante o un niño, niña o adolescente si la orden no 

se dicta inmediatamente, así como la eventual existencia de antecedentes que indiquen que el requerido 

conoce el procedimiento, pero está evitando deliberadamente la notificación (Family Law Act 1996, art. 

45). La persona afectada por la orden debe posteriormente tener oportunidad de formular sus 

alegaciones en una audiencia.  

 

En enero de 2026, el Presidente de la Family Division dictó la President of the Family Division’s Guidance 

2026: Non-Molestation Orders under the Family Law Act 1996, una directriz judicial destinada a orientar 

la práctica y el procedimiento aplicables a las solicitudes de non-molestation orders. La Guidance 2026 

reitera estas reglas y señala que las órdenes sin previo aviso (without notice) constituyen la excepción 

y no la regla, debiendo ponderarse la necesidad de protección de la víctima con los derechos del 

requerido. 

 

Una vez dictada una non-molestation order, las Family Procedure Rules 2010 establecen, como regla 

general, que una copia de la orden debe ser notificada personalmente al requerido tan pronto como 

resulte razonablemente posible. Si fue adoptada sin previo aviso (without notice), deben entregarse 

también la solicitud y los antecedentes que la sustentan (regla 10.6). 

 

La Guidance 2026, refuerza especialmente esta regla. La orientación señala que la notificación personal 

constituye el punto de partida en todos los casos, ya sea mediante un funcionario del tribunal (court 

bailiff) o un notificador contratado por la parte (process server). La diligencia debe quedar documentada 

mediante un certificado que indique suficientemente cómo fue practicada. 
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La guía advierte, asimismo, que la experiencia ha mostrado problemas relevantes para la ejecución de 

órdenes cuando se utilizan formas de notificación presunta o sustitutiva, incluidos servicios de 

mensajería. En consecuencia, si la notificación personal no resulta posible, cualquier otra modalidad 

debe ser autorizada por el tribunal como último recurso, y la solicitud debe informar los intentos 

previamente realizados para practicar la notificación personal. 

 

Sin embargo, esta regla procesal debe distinguirse de una cuestión diferente: qué debe probarse para 

atribuir responsabilidad penal por el incumplimiento de la orden. Para el delito de incumplimiento, la ley 

exige conocimiento de la existencia de la orden. El artículo 42A(2) de la Family Law Act 1996 contiene 

una regla específica respecto de las non-molestation orders dictadas sin previo aviso (without notice). 

En estos casos, solo puede existir responsabilidad penal respecto de conductas realizadas en un 

momento en que la persona tenía conocimiento de la existencia de la orden (was aware of the existence 

of the order). 

 

Por tanto, la legislación distingue entre la obligación procesal de practicar la notificación y el presupuesto 

establecido para la responsabilidad penal. El conocimiento continúa siendo indispensable: una persona 

no puede ser sancionada por incumplir una orden cuya existencia desconocía. Sin embargo, la norma 

penal no establece que la notificación personal sea el único medio mediante el cual pueda acreditarse 

ese conocimiento. 

 

Las propias Family Procedure Rules refuerzan esta distinción. Cuando una non-molestation order es 

comunicada a la policía, debe acompañarse una declaración que indique que el requerido ha sido 

notificado de la orden o informado de sus términos, pudiendo esta última circunstancia derivar de que 

estuviera presente al dictarse, fuera informado telefónicamente o por otra vía (regla 10.10(2)). 

 

La Guidance 2026 incorpora, además, medidas destinadas precisamente a mejorar la prueba del 

conocimiento. Recomienda incorporar a la orden, cuando sean conocidos, la fecha de nacimiento, correo 

electrónico, teléfono y dirección postal del requerido, para facilitar su ejecución. Asimismo, si este 

comparece ante el tribunal, aconseja dejar constancia en la propia resolución de que sus términos le 

fueron explicados y de que manifestó haberlos comprendido. Asimismo, la orden modelo incorporada 

como anexo a la guía, advierte expresamente al requerido que debe cumplirla y que la realización de 

una conducta prohibida puede constituir delito, salvo que exista una excusa razonable. 

 

Al respecto, la jurisprudencia reciente ha precisado también la relación entre estas reglas. R v Clark 

[2024] EWCA Crim 1672 se refería a una non-molestation order dictada sin previo aviso (without notice). 

El tribunal de familia había autorizado que la orden pudiera ponerse en conocimiento del requerido por 

medios distintos de la entrega personal, y un notificador la remitió mediante WhatsApp. Posteriormente 

se le imputaron diversos incumplimientos, pero en primera instancia se estimó que existían problemas 

en la acreditación de la notificación. 

 

La Corte de Apelaciones, revocó dicha decisión. Consideró que existían antecedentes suficientes para 

que un jurado pudiera concluir que la orden había sido enviada y recibida mediante WhatsApp antes de 

las conductas imputadas y sostuvo que dicha vía había sido autorizada judicialmente como mecanismo 

para poner al requerido en conocimiento de la orden. Más importante para este análisis, la Corte destacó 
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que el artículo 42A(2) exige probar que el acusado actuó cuando conocía la existencia de la orden. 

Según el tribunal, esta expresión fue deliberadamente utilizada por el legislador para impedir que quien 

sabe que existe una orden pueda evitar la responsabilidad simplemente negándose a leerla o a 

informarse de su contenido.  

 

Por otra parte, en Brasil, la Ley Nº 11.340, de 2006, denominada Lei Maria da Penha, contempla 

medidas de protección de urgencia que pueden ser adoptadas inmediatamente frente a situaciones de 

violencia doméstica y familiar contra las mujeres. Entre las medidas que pueden imponerse al agresor 

se encuentran el alejamiento del hogar, la prohibición de aproximarse a la mujer protegida, sus familiares 

o testigos y la prohibición de mantener contacto con ellos por cualquier medio de comunicación (arts. 19 

y 22). 

 

El incumplimiento de una decisión judicial que concede alguna de estas medidas constituye un delito 

específico, denominado descumprimento de medidas protetivas de urgência (art. 24-A), siendo la pena 

prevista de dos a cinco años de reclusión y multa.  

 

En materia de notificaciones procesales, la Resolución Nº 354/2020 del Consejo Nacional de Justicia 

autoriza el cumplimiento electrónico de citaciones e intimaciones cuando el medio utilizado permita 

asegurar que el destinatario tomó conocimiento de su contenido. La diligencia debe documentarse 

mediante comprobante de envío y recepción, con indicación de fecha y hora, o mediante una certificación 

detallada que indique cómo fue identificado el destinatario y de qué manera tomó conocimiento del 

contenido de la comunicación (arts. 8 a 10). 

 

Esta regulación ha sido desarrollada también a nivel estatal específicamente para las medidas de 

protección frente a la violencia doméstica. En Mato Grosso do Sul, el Provimento Nº 688, de 10 de marzo 

de 2025, del Consejo Superior de la Magistratura, regula la notificación de las medidas de protección de 

urgencia previstas en la Lei Maria da Penha mediante medios electrónicos de comunicación instantánea.  

 

La regulación admite, entre otros, WhatsApp, videollamada, mensajes de audio o cualquier otro medio 

disponible que permita comprobar el conocimiento inequívoco del destinatario respecto del 

contenido de la decisión (art. 2). Si la tentativa de notificación electrónica resulta infructuosa, debe 

certificarse dicha circunstancia y expedirse una orden para practicar la diligencia por otra vía (art. 2, § 

2.º). La regulación establece, sin embargo, una excepción para las medidas que ordenan el alejamiento 

o la reincorporación al hogar, cuyo cumplimiento no puede realizarse electrónicamente y debe efectuarse 

mediante mandamiento, con apoyo policial cuando resulte necesario, o por funcionarios policiales en los 

términos previstos por el respectivo convenio (art. 2, § 3.º). 

 

Por su parte, el Tribunal Superior de Justicia ha reconocido, en determinadas circunstancias, la validez 

de formas de comunicación distintas de la notificación personal. En AgRg no HC n.º 761.275/MG, 

resuelto el 18 de abril de 2023, se discutió la validez de la comunicación telefónica de medidas de 

protección de urgencia a una persona que se ocultaba para evitar ser notificada personalmente. Un 

oficial de justicia logró comunicarle por teléfono las restricciones impuestas y dejó constancia de la 

diligencia en el expediente. El STJ descartó la existencia de nulidad, considerando que la comunicación 

había cumplido la finalidad del acto procesal y permitido acreditar el conocimiento inequívoco del 
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requerido acerca de las medidas decretadas. En consecuencia, estimó que la sola inobservancia de la 

forma ordinaria de notificación no determinaba la nulidad cuando se encontraba demostrada la 

comunicación efectiva de su contenido. 

 

El antecedente resulta especialmente pertinente porque el tribunal no prescindió de la necesidad de 

acreditar el conocimiento de las medidas. Por el contrario, consideró relevante que existieran 

antecedentes que demostraran su comunicación efectiva al destinatario. Lo que admitió, atendidas las 

circunstancias particulares del caso, fue que ese conocimiento pudiera acreditarse mediante una forma 

distinta de la notificación personal, siempre que la diligencia hubiera cumplido su finalidad y permitiera 

demostrar de manera inequívoca que el requerido conocía las restricciones impuestas. 

 

2. Notificación digital y acreditación de su recepción 

 

La utilización de medios electrónicos para comunicar medidas de protección permite acelerar su puesta 

en conocimiento, pero plantea la cuestión de qué elementos deben concurrir para considerar 

válidamente practicada la notificación. La experiencia comparada muestra distintas fórmulas destinadas 

a evitar que esta descanse únicamente en el envío de un mensaje, incorporando mecanismos de 

identificación del destinatario, confirmación de recepción o registro del acceso a la comunicación. A 

continuación, se revisan las soluciones adoptadas en Dinamarca y Finlandia.  

 

En Dinamarca, la Ley sobre prohibiciones de contacto, prohibiciones de permanencia y expulsión del 

domicilio (Lov om tilhold, opholdsforbud og bortvisning) contempla distintas medidas destinadas a 

proteger a una persona frente a situaciones de acoso, violencia o amenaza. Entre ellas se encuentran 

la prohibición de contacto (tilhold), la prohibición de permanecer o circular en determinadas áreas 

(opholdsforbud) y, tratándose de situaciones en el ámbito doméstico, la expulsión del domicilio 

(bortvisning) (arts. 1, 3 y 7). 

 

Las decisiones que imponen estas medidas deben ser formalmente notificadas al destinatario (art. 16). 

Esta exigencia resulta especialmente relevante considerando que su incumplimiento doloso puede ser 

sancionado con multa o prisión de hasta dos años (art. 21). 

 

Las modalidades de notificación se encuentran reguladas en la Ley de Administración de Justicia 

(Retsplejeloven), que contempla diversas alternativas, entre ellas mecanismos digitales, notificación 

postal, personal y telefónica (art. 155). En la notificación digital (digital forkyndelse), el documento se 

pone electrónicamente a disposición del destinatario y se le solicita que confirme su recepción (art. 155, 

párrafo 1, Nº 2). La notificación se considera practicada cuando este confirma haber recibido la 

comunicación, pudiendo dicha confirmación realizarse electrónicamente mediante firma digital (art. 156 

b). 

 

Junto con ella existe una notificación digital simplificada (forenklet digital forkyndelse), en la que el 

documento se pone a disposición del destinatario en una casilla digital utilizada para la comunicación 

segura con las autoridades públicas (art. 155, párrafo 1, N.º 3). A diferencia de la notificación digital 

normal (digital forkyndelse), no requiere que el destinatario envíe una confirmación expresa de 

recepción. La notificación se entiende practicada cuando el mensaje, el documento o alguno de sus 
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anexos es abierto o procesado electrónicamente, quedando registrada la fecha en que ello ocurre (art. 

156 c). De este modo, sus efectos no se vinculan al solo depósito o envío de la comunicación, sino a 

una actuación verificable dentro del sistema. 

 

Este sistema se encuentra regulado por la Ley sobre el Correo Digital Público (Lov om Offentlig Digital 

Post), que establece el marco para las comunicaciones electrónicas entre las autoridades públicas y las 

personas incorporadas a Offentlig Digital Post. Como regla general, las personas de 15 años o más que 

tengan domicilio o residencia habitual en Dinamarca deben estar incorporadas obligatoriamente al 

sistema, salvo que hayan obtenido una exención por concurrir circunstancias especiales que les impidan 

recibir sus comunicaciones por vía digital (§§ 1, 3 y 5). La relevancia de este mecanismo radica en que 

la autoridad no utiliza una dirección electrónica privada obtenida de otra fuente, sino un canal oficial de 

comunicación al que la persona se encuentra jurídicamente incorporada, salvo exención. 

 

En este caso no se exige una respuesta expresa: la notificación se considera realizada cuando el 

mensaje, el documento o alguno de sus anexos es abierto o procesado electrónicamente, quedando 

determinada la fecha en que ello ocurre (art. 156 c). 

 

La legislación contempla además una regla respecto de eventuales defectos en la forma de la 

notificación. Si el documento que debía notificarse ha llegado efectivamente a poder del destinatario, la 

notificación se considera realizada aun cuando no se hayan observado las formalidades previstas para 

practicarla (Retsplejeloven, art. 163, párrafo 2). A la inversa, una notificación practicada válidamente no 

pierde eficacia por el solo hecho de que su contenido no haya llegado efectivamente al conocimiento del 

destinatario (Retsplejeloven, art. 163, párr. 1). 

 

En consecuencia, el sistema danés combina el uso de medios electrónicos con mecanismos que 

permiten determinar de manera verificable cuándo se ha producido la notificación. En las modalidades 

digitales, sus efectos no se vinculan al solo envío de una comunicación, sino a una actuación susceptible 

de comprobación, como la confirmación de recepción o la apertura o procesamiento electrónico del 

documento. 

 

Por su parte, Finlandia contempla también órdenes destinadas a prevenir delitos o amenazas contra la 

vida, salud, libertad o tranquilidad de una persona (Ley sobre Órdenes de Alejamiento, Laki 

lähestymiskiellosta, Ley 898/1998). Entre ellas se encuentra una modalidad aplicable dentro del ámbito 

familiar, que puede implicar que la persona obligada abandone la vivienda común y se abstenga de 

regresar a ella (arts. 1 a 3). 

 

La legislación permite, además, adoptar órdenes temporales de alejamiento cuando se requiere una 

respuesta inmediata. Estas pueden ser dispuestas por un funcionario con facultades de detención 

(pidättämiseen oikeutettu virkamies) o por el tribunal. El funcionario puede adoptar la medida incluso de 

oficio cuando la necesidad de protección exige su imposición inmediata y la persona protegida, por temor 

u otra razón, no se encuentra en condiciones de solicitarla por sí misma. Antes de resolver, debe darse 

oportunidad de ser oídas a las partes; sin embargo, la decisión puede adoptarse sin audiencia previa 

cuando la persona contra quien se dirige la medida no puede ser localizada (art. 11). 
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El incumplimiento de una orden de alejamiento, incluidas las órdenes temporales, constituye delito y 

puede ser sancionado con multa o prisión de hasta un año (Criminal Code, cap. 16, sec. 9a) 

 

En materia de notificación, la Ley sobre Órdenes de Alejamiento en el artículo 9, establece una exigencia 

específica. Cuando la persona contra quien se ha impuesto la medida no se encontraba presente al 

pronunciarse o entregarse la resolución, esta debe ser notificada mediante alguna de las modalidades 

de notificación fehaciente previstas en el capítulo 11 del Código de Procedimiento 

(Oikeudenkäymiskaari).  

 

El Código de Procedimiento contempla expresamente entre estas modalidades la notificación electrónica 

fehaciente (todisteellinen sähköinen tiedoksianto), regulada por el artículo 18 de la Ley sobre Servicios 

Electrónicos en la Administración Pública (Ley 13/2003) (Código de Procedimiento, cap. 11, § 3.1.1). 

 

Conforme a esta regulación, el documento puede remitirse mediante un servicio público de mensajería, 

el servicio electrónico de una autoridad u otra dirección electrónica proporcionada por el propio 

destinatario. La identificación del receptor debe efectuarse mediante un mecanismo seguro y la 

notificación se considera practicada cuando este confirma su recepción (Ley 13/2003, art. 18). 

 

Si la recepción no es confirmada dentro de los siete días siguientes, el envío electrónico no perfecciona 

la notificación y debe recurrirse a otra modalidad legal. El propio Código de Procedimiento establece 

que, si la notificación no ha podido practicarse mediante las modalidades previstas inicialmente, o resulta 

evidente que ello no será posible, debe encargarse su realización personal a un funcionario habilitado 

para practicar notificaciones (cap. 11, § 4). 

 

De este modo, Finlandia permite utilizar medios electrónicos para la comunicación de una orden de 

protección, pero no equipara el mero envío con una notificación fehaciente: exige identificación segura 

y confirmación de recepción y, si esta no se obtiene, obliga a recurrir a otra modalidad de notificación. 

 

3. Mecanismos especiales frente al fracaso y evasión de la notificación 

 

Este apartado examina algunos mecanismos previstos para lograr la notificación cuando las vías 

ordinarias han fracasado o existen antecedentes de que el destinatario intenta evitarla. La experiencia 

comparada muestra soluciones diversas: algunos ordenamientos refuerzan las facultades de las 

autoridades para localizar a la persona y practicar efectivamente la notificación, mientras otros permiten 

recurrir, bajo determinadas condiciones y con autorización judicial, a modalidades sustitutivas. A 

continuación, se presentan las soluciones adoptadas en Suecia, Nueva Zelanda y Finlandia. 

 

En Suecia, la Ley sobre prohibición de contacto (Lag om kontaktförbud, 1988:688) contempla distintas 

órdenes destinadas a proteger a una persona frente al riesgo de delitos, persecución o graves formas 

de hostigamiento, incluida una prohibición referida a la vivienda común. Como regla general, la 

prohibición comienza a regir inmediatamente desde que es adoptada (arts. 1, 1 b y 4). Sin embargo, la 

resolución debe ser notificada a la persona contra quien se dicta. La propia ley excluye para estos 

efectos determinadas formas de notificación sustitutiva previstas con carácter general en la legislación 
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sueca, entre ellas algunas que permiten entregar el documento a terceros o recurrir a publicación (Lag 

om kontaktförbud, art. 5). 

 

Precisamente para enfrentar los casos en que el destinatario evita la notificación, una reforma vigente 

desde el 1 de julio de 2025 incorporó una facultad especial. Cuando los intentos de notificación han 

fracasado o se consideran inútiles, puede autorizarse el registro de determinados lugares con el objeto 

de localizar a la persona y practicar la notificación. La diligencia puede practicarse en su vivienda u otros 

espacios bajo su disposición y, cuando existan razones especialmente fundadas para estimar que se 

encuentra incluso en el domicilio de un tercero. La decisión corresponde al fiscal o al tribunal (Lag om 

kontaktförbud, art. 5). 

 

Los antecedentes legislativos de la reforma de 2025 explican que, si bien una prohibición de contacto 

comienza a regir inmediatamente desde su adopción, la notificación de la resolución constituye un 

presupuesto para que pueda generarse responsabilidad penal por su incumplimiento. El Gobierno 

identificó como problema práctico que algunas personas se mantienen deliberadamente ocultas para 

evitar ser notificadas, lo que puede impedir que la prohibición despliegue plenamente sus efectos 

penales. Además, señaló que las modalidades ordinarias de notificación pueden resultar insuficientes 

cuando la autoridad sabe que la persona se encuentra en un determinado lugar, pero esta se niega, por 

ejemplo, a abrir la puerta y el funcionario encargado de la notificación carece de facultades para ingresar. 

 

Frente a esta dificultad, la reforma optó por fortalecer las facultades de la autoridad para conseguir 

efectivamente la notificación, autorizando, bajo determinadas condiciones, el registro de lugares con el 

objeto de localizar a la persona. El Gobierno justificó esta medida señalando que no resulta aceptable 

que quien ha sido objeto de una prohibición de contacto pueda impedir que se produzcan sus 

consecuencias penales simplemente evitando la notificación. Al mismo tiempo, destacó que la 

notificación cumple una función de garantía, pues permite que la persona conozca tanto el contenido 

concreto de la prohibición como las consecuencias que puede generar su incumplimiento y contribuye, 

por ello, a la función preventiva de la medida (Proposición del Gobierno 2024/25:123, pp. 77-79). 

 

Por su parte, Nueva Zelanda contempla mecanismos subsidiarios cuando la notificación no puede 

practicarse por la vía inicialmente prevista. Las Family Court Rules 2002, aplicables a los procedimientos 

tramitados ante el Tribunal de Familia y con reglas específicas para los procedimientos bajo la Family 

Violence Act 2018, contemplan distintas formas de notificación de las resoluciones, incluyendo el envío 

a una dirección de servicio, al domicilio o lugar de trabajo conocido, a una dirección electrónica conocida 

y, cuando corresponda, la utilización de una modalidad de notificación sustitutiva autorizada conforme a 

la regla 126. 

 

La regla 126 de la Family Court Rules 2002, permite al tribunal autorizar una notificación sustitutiva 

cuando se han realizado esfuerzos razonables para efectuar la notificación exigida sin éxito y, además, 

no resulta posible practicarla prontamente o el documento ya ha llegado al conocimiento del destinatario. 

En tales circunstancias, el tribunal puede modificar la forma de notificación e incluso disponer que el 

documento sea puesto en conocimiento de la persona mediante redes sociales, publicación u otro medio 

adecuado. Si se cumple el mecanismo autorizado, este produce los mismos efectos que la notificación 

personal. 
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Por último, Finlandia contempla una solución adicional particularmente dirigida a la evasión deliberada. 

Si el funcionario encargado ha buscado a una persona en un domicilio conocido sin encontrarla y las 

circunstancias permiten presumir que está evitando la notificación, el documento puede entregarse, bajo 

las condiciones previstas legalmente, a una persona de su hogar o establecimiento y, si ello tampoco 

resulta posible, a la autoridad policial local o a la oficina del tribunal. Posteriormente debe enviarse aviso 

al destinatario por correo y a sus direcciones electrónicas conocidas (Código de Procedimiento, cap. 11, 

§ 7). 
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